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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 17 de 
junio de 2025, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 202/2025 
 
I  

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 15 de mayo de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyy1, en nombre y representación de su hija yyy2, debido a los daños y 
perjuicios sufridos en una caída por el mal estado de las instalaciones de un 
parque infantil. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 22 de mayo de 2025, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 202/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
a la consejera Sra. Ares González.  

 
Primero.- El 21 de marzo de 2024 Dña. yyy1 presenta una reclamación 

ante el Ayuntamiento de xxxx, debido a los daños y perjuicios sufridos por su 
hija yyy2, de 8 años de edad, en una caída acaecida el 22 de marzo de 2023 
sobre las 19:20 horas, cuando se deslizaba por una tirolina y se soltaron las 
dos tuercas que sujetaban las cadenas, así como las horquillas de aquella. El 
percance ha provocado a la menor fractura arrancamiento epicóndilo y 
contusión de tercer dedo de la mano.  
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Cuantifica la indemnización que reclama en 24.325,69 euros, en concepto 
de lesiones temporales (13.181,48 euros), secuelas (5.788,06 euros) y perjuicio 
moral por pérdida de calidad de vida de carácter leve (5.356,15 euros).  

 
Adjunta a su reclamación el Libro de Familia, un dictamen médico, el 

informe de la Policía Local y diversa documentación médica. 
 

Segundo.- El 22 de noviembre de 2024 el servicio responsable emite 
informe en los siguientes términos: 
 

“1. La instalación se encontraba, en la fecha del siniestro, dentro 
del ámbito del contrato de mantenimiento, conservación y mejora de espacios 
verdes públicos de titularidad municipal, y más concretamente en el Lote nº II 
que comprendía los trabajos a realizar para el mantenimiento de los juegos 
infantiles, deportivos, y el mobiliario de los espacios verdes.  

 
»2. La adjudicataria de dicho contrato – lote II era la mercantil 

qqqq S.L.  
 
»3. Como añadido a lo anterior, cabe manifestar que en opinión 

del técnico que suscribe, a la vista del expediente que incluye las manifestaciones 
de la denunciante, así como el atestado de la Policía Local, resulta imposible 
determinar la causa del fallo, ya que pudo ser debido a múltiples factores como 
el desgaste, fatiga de materiales, manipulación etc., y ninguno de ellos puede 
descartarse”. 
 

Tercero.- El 12 de diciembre de 2024 la contratista del servicio para el 
mantenimiento de los juegos infantiles, deportivos y el mobiliario de los espacios 
verdes señala: “(…) ha de valorarse la posibilidad de que la menor estuviera 
haciendo un uso incorrecto de la instalación. La falta absoluta de prueba de la 
mecánica del suceso abre la puerta a la apreciación de, como mínimo, existencia 
de una concurrencia de culpas entre la actuación de la niña y de sus 
progenitores, por una parte; y la actuación de la Administración, por otra”. 

 
Cuarto.- Concedido audiencia a la parte reclamante el 21 de enero de 

2025, no consta la presentación de alegaciones. 
 

Quinto.- El 12 de marzo de 2025 se formula propuesta de resolución 
desestimatoria de la reclamación. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en apartado tercero 2.e) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones.  

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC).  

 
3ª.- La reclamante se encuentra legitimada para la interposición de la 

reclamación. La competencia para resolver la reclamación corresponde al 
alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, 
conforme a los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 
92, párrafo segundo, de la LPAC.  

 
La interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que además 
se remite el artículo 54 de la LBRL.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo y a la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
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requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se haya presentado antes de que transcurra un año desde el momento en que 
se produjo el hecho causante. 

 
No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 

responsabilidad patrimonial al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que se pueda producir. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por daños sufridos en una caída por el mal estado 
de las instalaciones de un parque infantil. 
 
 En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 
establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 
 
 En íntima conexión con lo señalado, el artículo 3.1 del Reglamento de 
Bienes de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 
13 de junio, establece que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, 
calles, paseos, parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras 
públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y 
policía sean de la competencia de la entidad local”. 
 

Pues bien, este Consejo Consultivo considera que en el presente caso 
han quedado acreditados la caída, el daño sufrido por la menor y el estado en 
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que se encontraba la instalación. Al respecto, obra un informe emitido por los 
agentes de la Policía Local el día en que ocurrió el accidente en el que se indica 
que “(…) La menor manifiesta dolor en una muñeca y cojea ostensiblemente. 
Inspeccionada la tirolina por la patrulla observan que se han soltado las dos 
tuercas que sujetan las cadenas, así como, las horquillas. (…)”. 
 
 Por tanto, comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido 
y la regularidad formal de la petición, la única cuestión planteada consiste en 
establecer si el expresado daño fue o no consecuencia del funcionamiento normal 
o anormal del servicio público, requisito indispensable para el nacimiento de 
la responsabilidad patrimonial de la Administración, conforme al artículo 32 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre.  
 
 La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por la hija de la 
reclamante fue o no consecuencia del mal funcionamiento, deficiente 
mantenimiento o falta de seguridad o señalización de la tirolina, de forma que 
el nexo causal se produjera entre el funcionamiento del servicio y el daño 
sufrido. 
 
 La Administración considera que la existencia de contratista del servicio 
de mantenimiento, conservación y reparación de espacios públicos municipales 
supone la ruptura del nexo causal, al considerar que el mantenimiento y 
reparación de este elemento es responsabilidad de la citada empresa “debiendo 
ser ante dicha entidad frente a quien la reclamante deberá presentar la 
reclamación.” 
 

Cuando se plantea, como en este supuesto, una responsabilidad 
patrimonial frente a la Administración Pública en la que interviene un contratista, 
la doctrina jurisprudencial considera que existen dos posibilidades a la hora de 
resolver estos procedimientos:       

 
1.- O bien la Administración estima, total o parcialmente, la 

reclamación administrativa por reconocer la concurrencia de un supuesto de 
responsabilidad patrimonial a su cargo, sin perjuicio de la posible acción de 
repetición una vez satisfecha la indemnización. 

 
2.- O bien desestima la reclamación por considerar, como 

fundamento, que la responsabilidad corresponde al contratista, resolución que, 
sin reconocer derecho alguno a ser indemnizado, ni fijar cuantía alguna, deja 
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abierta la acción del perjudicado -si está conforme- para reclamar contra el 
contratista por la vía oportuna. 

 
Lo que no podrá hacer la Administración es dictar ambos pronunciamientos 

a la vez. 
 
Es doctrina del Consejo Consultivo de Castilla y León (entre otros, 

dictámenes 889/2012, de 27 de diciembre, 43/2015, de 19 de febrero, o 
154/2015, de 7 de mayo, 360/2019, de 1 de agosto, 550/2019, de 21 de 
noviembre, 347/2020, de 15 de octubre o 165/2021, de 17 de junio) la que 
considera que “debe ser la Administración quien deba responder ante el 
perjudicado, sin perjuicio de la posibilidad de que aquélla pueda repetir frente 
al contratista encargado de prestar el servicio o realizar la obra de que se 
trate”. En el mismo sentido se ha pronunciado la Sentencia 405/2020, de 14 
de mayo, de la Sala de lo Contencioso-administrativo de Valladolid del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León. 
 

En virtud de lo expuesto, este Consejo no comparte el criterio de la 
Administración consultante y concluye que existe nexo causal entre los daños 
reclamados y el funcionamiento del servicio público y que ha resultado acreditado 
el defectuoso estado de la tirolina, por lo que la reclamación debe estimarse. 
 

6ª.- Respecto al importe de la indemnización, el principio general del 
régimen indemnizatorio del sistema de responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas es el de indemnidad, también llamado de reparación 
integral del daño, con lo cual la indemnización reconocida en concepto de 
responsabilidad patrimonial de la Administración debe cubrir todos los daños 
y perjuicios sufridos hasta conseguir dicha reparación integral. Ahora bien, el 
instituto de la responsabilidad patrimonial no debe suponer un enriquecimiento 
injusto, por lo que solo deben indemnizarse los daños realmente producidos, 
que necesitan ser debidamente acreditados. Esto es, deberán ser objeto de 
prueba plena tanto la realidad de los daños, como su cuantificación económica.  

 
Pues bien, la cantidad solicitada por la parte reclamante asciende a 

24.325,69 euros, en concepto de lesiones temporales comprensivos de 37 días 
de perjuicio particular moderado y 305 días de perjuicio particular básico 
(13.181,48 euros), 5 puntos de secuelas funcionales -artrosis postraumática 
y/o codo doloroso- (5.788,06 euros) y perjuicio moral por pérdida de calidad 
de vida de carácter leve (5.356,15 euros), de acuerdo con el informe pericial 
de valoración de daños de 18 de marzo de 2024, que aporta. Frente a ello, la 
Administración discute en la propuesta de resolución las partidas reseñadas, 
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si bien al no estar sustentadas en un informe pericial, se considera adecuada 
la valoración efectuada por el perito del reclamante. 

 
 Ello sin perjuicio de la actualización de la señalada cuantía a la fecha en 
que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad patrimonial (artículo 34 
de la LRJSP). 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

  
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1, en nombre y representación de su hija yyy2, debido 
a los daños sufridos en una caída por el mal estado de las instalaciones de un 
parque infantil. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


